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EXP. NUM. 3016/2015-I 

Los Mochis, Ahome, Sinaloa. A 29 (veintinueve) de noviembre de 2017 

(dos mil diecisiete) 

 

VISTO para resolver el presente juicio de nulidad número 

3016/2015-I, promovido por el ciudadano ******* ,  Apoderado 

General para Pleitos y Cobranzas de la persona moral denominada 

******* , quien demandó a la JUNTA MUNICIPAL DE AGUA 

POTABLE Y ALCANTARILLADO DEL MUNICIPIO DE GUASAVE,  y; 

 

R E S U L T A N D O: 

 

1.- Que con fecha 11 (once) de noviembre de 2015 (dos mil 

quince), compareció ante la Sala Regional Zona Centro del Tribunal 

de lo Contencioso Administrativo del Estado de Sinaloa, el ciudadano 

******* , Apoderado General para Pleitos y Cobranzas de la persona 

moral denominada ******* , demandando a la JUNTA MUNICIPAL 

DE AGUA POTABLE Y ALCANTARILLADO DEL MUNICIPIO DE 

GUASAVE,  a quien le reclama las siguientes prestaciones u 

obligaciones: a quien le reclama las siguientes prestaciones u 

obligaciones: A) el cumplimiento del CONTRATO DE OBRA PUBLICA A 

PRECIOS UNITARIOS Y TIEMPO DETERMINADO, identificado como el 

contrato ******* , de fecha 19 (diecinueve) de junio de 2013 (dos 

mil trece), contrato mediante el cual se encomendó a su representada 

la ejecución de las obras correspondientes a la REPOSICIÓN DE LOSA 

TIPO VADO EN CALLEJONES DE GUSAVITO, GUASAVE, ESTADO DE 

SINALOA; derivado del incumplimiento del contrato antes mencionado, 

le reclama al Organismo Público mencionado el pago de las siguientes 

prestaciones: B) el pago de la cantidad de ******* , de conformidad 

con lo dispuesto en la cláusula PRIMERA del contrato cuyo 

cumplimiento se reclama por concepto de pago de la suerte principal 

la cantidad que se deriva de la PRIMERA y ÚNICA estimación en 

relación con el contrato mencionado, estimación en relación al contrato 

******* , referente a la REPOSICION DE LOSA TIPO VADO EN 
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CALLEJONES DE GUASAVITO, GUASAVE, ESTADO DE SINALOA, C) El 

pago de los gastos financieros a una tasa igual a la establecida en la 

ley de ingresos de la Federación en los casos de prórroga para el caso 

de créditos fiscales conforme a los párrafos 6 y 7 de la cláusula sexta 

del contrato ******* .  

 

 2.- En fecha 24 (veinticuatro) de noviembre de 2015 (dos 

mil quince), se tuvo por admitida la demanda; y  por ofrecidas, 

recibidas y desahogadas en razón de su propia naturaleza, las pruebas  

ofrecidas por la parte actora  consistentes en la Documentales 

Públicas, Instrumental de Actuaciones y Presuncional Legal y 

Humana, y se ordenó emplazar a la autoridad demandada. 

 

3.- El  día 29 (veintinueve) de febrero de 2016 (dos mil 

dieciséis)  se tuvo por contestada la demanda, y por admitidas, 

recibidas y desahogadas en razón de su propia naturaleza los medios 

de convicción ofertados por la autoridad demandada en el presente 

juicio, consistentes en Documentales Públicas y privadas,  

Presuncional Legal y Humana, Instrumental de Actuaciones. 

 

5.- Mediante Proveído dictado por esta Sala el día 17 

(diecisiete) de noviembre de 2016 (dos mil dieciséis), se 

declaró cerrada la Instrucción,   quedando citado el juicio para oír 

resolución, y: 

 

C O N S I D E R A N D O: 

I.- Esta Sala es competente para conocer y resolver del presente 

Juicio, de conformidad con los artículos 2, 3, 13, fracción I, 22 y 23 

fracción I,  de la Ley de Justicia Administrativa para el Estado de 

Sinaloa; 25, 30,  y 33 fracción I, 38 fracción XI,  del Reglamento 

Interior del Tribunal de  Justicia Administrativa del Estado de Sinaloa. 

 

II.- Por lo que toca a las expresiones formuladas por la parte 

actora y la autoridad demandada, este Juzgador omitirá su trascripción 

sin que por ello, de ser necesario deba pronunciarse a su estudio 
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exhaustivo; lo anterior al considerar que dicho actuar no constituye 

una omisión formal en la estructura de la presente sentencia, acorde 

con lo preceptuado por el artículo 96 de la Ley de Justicia 

Administrativa para el Estado de Sinaloa, y que además, no representa 

fuente generadora de agravios a las partes del presente juicio.  

 

En su esencia, robustece lo anterior el contenido de la tesis 

jurisprudencial VI.2o. J/129, sustentada por el Segundo Tribunal 

Colegiado del Sexto Circuito, publicada en el Semanario Judicial de la 

Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo VII, abril de 1998, página 

559, cuyo rubro y tenor literal es:   

 

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A 
TRANSCRIBIRLOS. El hecho de que el Juez Federal no transcriba en su 
fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que 
haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su 
actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de 
llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en 
estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad 

para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, 
en su caso, la ilegalidad de la misma.” 

 

III.- De conformidad con lo establecido en el artículo 96 de la 

Ley de Justicia Administrativa para el Estado de Sinaloa, esta Sala 

procede a la fijación de la pretensión procesal del enjuiciante, 

encontrando que este lo constituye el reclamo de las siguientes 

prestaciones: A) el cumplimiento del CONTRATO DE OBRA PUBLICA A 

PRECIOS UNITARIOS Y TIEMPO DETERMINADO, identificado como el 

contrato ******* , de fecha 19 (diecinueve) de junio de 2013 (dos 

mil trece), contrato mediante el cual se encomendó a su representada 

la ejecución de las obras correspondientes a la REPOSICIÓN DE LOSA 

TIPO VADO EN CALLEJONES DE GUSAVITO, GUASAVE, ESTADO DE 

SINALOA; derivado del incumplimiento del contrato antes mencionado, 

le reclama al Organismo Público mencionado el pago de las siguientes 

prestaciones: B) el pago de la cantidad de ******* , de conformidad 

con lo dispuesto en la cláusula PRIMERA del contrato cuyo 

cumplimiento se reclama por concepto de pago de la suerte principal 

la cantidad que se deriva de la PRIMERA y ÚNICA estimación en 

relación con el contrato mencionado, estimación en relación al contrato 
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******* , referente a la REPOSICION DE LOSA TIPO VADO EN 

CALLEJONES DE GUASAVITO, GUASAVE, ESTADO DE SINALOA, C) El 

pago de los gastos financieros a una tasa igual a la establecida en la 

ley de ingresos de la Federación en los casos de prórroga para el caso 

de créditos fiscales conforme a los párrafos 6 y 7 de la cláusula sexta 

del contrato ******* .  

 

Al respecto,  la autoridad demandada en su escrito de 

contestación argumentó que existen dos razones por las cuales estima 

resulta infundada la pretensión de la actora de obtener el pago del 

monto que reclama, como son: 1.1.- No se cumplieron con diversos de 

los requisitos formales y administrativos establecidos en el contrato de 

obras públicas, como lo era la entrega recepción física de los trabajos, 

el finiquito, acta administrativa que da por extinguido los derechos y 

obligaciones asumidas por la JUMAPAG Y EL CONTRATISTA, así como 

la sustitución de la fianza otorgada en un inicio para responder por los 

vicios ocultos de la obra en términos de las clausulas, octava,  vigésimo 

sexta y vigésima séptima, y 1.2.- no se demuestra que se hayan dado 

por terminados de forma completa los derechos y obligaciones, pues 

no pueden considerarse que satisfacen los requisitos que imponen los 

artículos 141 y 143 del  Reglamento, en relación a la cláusula décimo 

cuarta del contrato de obras publica que nos ocupa y por tanto no se 

puede estimar que se dio por concluido el contrato, de ahí que, no 

hubiese empezado a transcurrir el plazo para que se le cubriera la 

totalidad del adeudo que reclama, en los términos de la cláusula 

décimo cuarta del contrato de obra pública, por lo tanto no resulta 

procedente que se reclame la totalidad del monto. 

  

 Precisado lo anterior y  con fundamento en lo establecido en el 

artículo 96 fracción II de la Ley de Justicia Administrativa para el 

Estado de Sinaloa, se procede al estudio de las causales de 

improcedencia hechas valer por  la demandada en el apartado II) 

denominado CAUSALES DE IMPROCEDENCIA de su escrito de 

contestación,  mediante el cual viene argumentando  que se dejó de 

observar que el juicio que nos ocupaba resultaba improcedente, dada 
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la incompetencia material de la Sala Regional para conocer del asunto 

objeto de la demanda, puesto que la misma le correspondía a los 

tribunales en materia común, según se desprende del propio acuerdo 

en base al cual ejerce la acción la parte actora; asimismo argumenta 

que resulta improcedente el presente juicio, en términos de la fracción 

I del artículo 93 de la Ley de Justicia Administrativa para el Estado de 

Sinaloa, pues señala que  tal y como lo acepta la actora   en el segundo 

párrafo del hecho número 9 al indicar que el pago de las obras era con 

cargo a las participaciones federales que correspondían, 

específicamente las del Fondo de Aportaciones para la Infraestructura 

Municipal, lo que desestima la competencia de este Tribunal conforme 

a lo dispuesto en los numerales 15, 103, y 104 de la Ley de Obras 

Públicas y Servicios Relacionados con las mismas, aplicada para el 

contrato de obra pública que nos ocupa.  

 

A juicio de este Resolutor, las causales invocadas por la 

demandada resultan improcedentes e inoperantes, lo anterior en virtud 

de las consideraciones lógico - jurídicas que a continuación se exponen: 

 

En primer término es menester precisar, que nos encontramos 

ante la presencia de un contrato administrativo el cual se caracteriza 

por ser celebrado por la administración pública, por lo general con un 

particular, cuyo fin es en beneficio de la colectividad; es decir, el  

contrato de obra pública celebrado entre el accionante y la demandada, 

tiene como objeto principal la realización de la obra consistente en la 

REPOSICION DE LOSA TIPO VADO EN CALLEJONES DE GUASAVITO, 

GUASAVE, SINALOA,  por lo tanto, dicho contrato busca satisfacer a 

los ciudadanos para un mejor suministro y abastecimiento de agua, 

siendo este una facultad atribuida a la Junta Municipal de Agua Potable 

y Alcantarillado del Municipio de Guasave, Organismo Público 

Descentralizado de la Administración Pública Municipal, que si bien se 

realizó un contrato con un particular para la realización  de tales obras, 

este no dejar de tener una carácter de naturaleza administrativa.   
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En ese orden de ideas, y en relación al primero de los argumentos 

que expone la demandada, relativo a que no es competencia este 

Tribunal para conocer del presente asunto, pues ── dice ── que en la 

cláusula VIGÉSIMA, pactaron las partes ajustarse a la jurisdicción de 

la vía ordinaria civil, a juicio de este Juzgador,  tal argumento resulta 

infundado, pues del documento en donde consta el contrato del cual 

viene reclamando el pago de la contraprestación pactada,  documento 

que obra agregado a hojas 133 a 147 del presente expediente,  

documento que fue allegado a esta Sala Regional por la demandada, y  

al cual se le irroga valor probatorio pleno en términos de lo establecido 

en la fracción I del artículo 89 de la Ley de Justicia Administrativa para 

el Estado de Sinaloa, se desprende que la parte actora celebró un 

Contrato de Obra Pública a Precios Unitarios y Tiempo Determinado 

con el Gerente General de la Junta Municipal de Agua Potable y 

Alcantarillado del Municipio de Guasave, cuyo objeto lo es la realización 

de las obras consistentes en LA REPOSICION DE LOSA TIPO VADO EN 

CALLEJONES DE GUASAVITO, GUASAVE, SINALOA.  

 

 Por lo anterior  es indudable que el  contrato celebrado entre 

la actora y la demandada es de naturaleza administrativa, y por tanto 

corresponde a este Tribunal conocer del presente asunto. 

 

Luego entonces,  es evidente que dicho contrato no puede ser 

sujeto a la jurisdicción que las partes decidan, pues si bien en la 

cláusula TRIGÉSIMA del contrato que nos ocupa, se desprende que las 

partes pactan, que serán competentes para conocer de cualquier 

controversia derivada del incumplimiento del contrato los Juzgados de 

Primer Instancia, del Ramo Civil de la ciudad de Guasave, cláusula que 

se reproduce para su mayor comprensión de la siguiente manera: 

  “TRIGÉSIMA: JURISDICCIÓN.-  

 

Para la interpretación y cumplimiento de este contrato, así como 
para todo aquello que no esté expresamente estipulado en el 
mismo, las partes se someten a la jurisdicción de los Tribunales 
competentes de la ciudad de Guasave, Sinaloa, por lo tanto “EL 
CONTRATISTA” renuncia al fuero que pudiere corresponderle por 
razón de su domicilio presente o futuro.  
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Sin embargo, contrario a lo que manifiesta la demandada, a 

Juicio de este Juzgador, tal argumento resulta inoperante, al 

encontrarnos ante la presencia de un contrato administrativo cuya 

jurisdicción y competencia para conocer de alguna controversia que se 

suscite no está sujeta a la voluntad de las partes, pues su  competencia 

no puede ser derivada de un contrato sino de lo que estable la Ley 

Respectiva, es decir, la competencia de las autoridades no puede ser 

objeto de contratos porque no es algo que esté dentro del comercio, 

aunado a  que la característica de la competencia, encuentra su 

fundamento en el principio de legalidad, según el cual las autoridades 

del Estado sólo pueden actuar cuando la ley se los permite, en la forma 

y términos en que la misma determina, por lo que al haberse celebrado 

el contrato de obra pública conforme a la Ley de Obras Públicas, es 

indudable que la jurisdicción, por materia corresponde a este Tribunal.  

 

Sirva a manera de ilustración y aplicación a los  anteriores 

razonamientos las siguientes tesis aisladas: 

 
[TA]; 8a. Época; T.C.C.; S.J.F.; Tomo III, Segunda Parte-2, Enero-Junio de 1989; 
Pág. 991  
 

COMPETENCIA. SOLO DERIVA DE LA LEY NO DE UN CONTRATO. 
 
 

La competencia de las autoridades estatales, es uno de los elementos 
esenciales del acto administrativo, que encuentra su fundamento 
constitucional, en el artículo 16 de la Carta Magna. Entre sus 
características más importantes, destacan las siguientes: a) Requiere 
siempre un texto expreso de la ley para poder existir; b) Su ejercicio es 
obligatorio para el órgano a quien se le atribuye; esto es, no es un derecho 
del titular del propio órgano; c). Participa de la misma naturaleza que los 
actos jurídicos y abstractos, en el sentido de que al ser creada la esfera 

de competencia, se refiere a un número indeterminado o indeterminable 
de casos; su ejercicio es permanente, es decir, que no se extingue al ser 
aplicada; sólo puede ser modificada por otro acto jurídico general y 
abstracto; d). Únicamente puede tener como finalidad el interés social o 
el orden público; y, e). La competencia no puede ser objeto de contratos 
porque no es algo que esté dentro del comercio. En cambio, la naturaleza 
del contrato es esencialmente contraria a la competencia, ya que los 
derechos y obligaciones que se derivan del mismo, son individuales y 
concretos, es decir que sólo existen para personas determinadas; su 
ejercicio es temporal e inmodificable por un acto jurídico general y 
abstracto; y, la cosa objeto del contrato debe estar en el comercio 
(artículo 1825, del Código Civil para el Distrito Federal). Por otro lado, las 
características de la competencia, encuentran su fundamento en el 
principio de legalidad, según el cual las autoridades del estado sólo 
pueden actuar cuando la ley se los permite, en la forma y términos en 
que la misma determina. En efecto, si el estado sólo puede tomar 
determinaciones respecto a casos concretos cuando haya una 
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autorización de la ley, está implícita en esa idea la de que la propia ley 
sea la que determine el órgano competente para efectuar los actos que 
autoriza. Y por lo que se refiere a las características del contrato, su 
fundamento lo encontramos en la teoría de la libertad de los contratantes, 
según la cual, las partes pueden realizar todo lo que la ley no les prohíbe. 
En estas condiciones, la sola existencia de un contrato celebrado entre la 

autoridad administrativa y el particular, según el cual éste se obligaba, 
entre otras prestaciones, al pago de los derechos privados de un servicio 
público, no es suficiente para considerar que dicha autoridad tuviera 
competencia para exigir el pago de esos derechos o para determinar 
créditos en contra del administrado, sin texto expreso de una ley formal 
o material que apoyara su actuación, en virtud de que, según se ha 
advertido, la competencia, como poder legal para actuar, sólo debe tener 
como origen un acto legislativo formal o material y de ninguna manera un 

acuerdo de voluntades entre el titular de un órgano de la administración 
pública y un administrado. 
 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA 
DEL PRIMER CIRCUITO 
 
 

Amparo directo 1093/88. Playasol, S.A. 5 de julio de 1988. Unanimidad 
de votos. Ponente: Genaro David Góngora Pimentel. Secretaria: María 
Guadalupe Saucedo Zavala. 
Nota: Por ejecutoria de fecha 22 de septiembre de 2000, la Segunda Sala 
declaró inexistente la contradicción de tesis 45/2000 en que participó el 
presente criterio. 

 

Y  

Novena Época 
Registro: 192450 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Tesis Aislada 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 
 XI, Febrero de 2000,  
Materia(s): Administrativa 

Tesis: XVII.2o.8 A          
Página: 1043 
 
CONTRATO DE OBRA PÚBLICA CELEBRADO ENTRE UN PARTICULAR 
Y UN AYUNTAMIENTO MUNICIPAL. SU NATURALEZA ES DE 
CARÁCTER ADMINISTRATIVO. 
El contrato de obra pública celebrado entre la empresa quejosa y un 
Ayuntamiento municipal es de carácter administrativo, por existir materia 

concesionable, dado que el poder público otorga a un particular facultades 
que le corresponden para la realización de una obra o de un servicio de 
orden público en favor de la colectividad; por lo que dicho particular que 
contrató con la administración pública municipal, al encontrarse en un 
plano de igualdad, le asiste el derecho de reclamar, ante las autoridades 
administrativas correspondientes, su incumplimiento, pues el contrato fue 
celebrado con una persona moral, sujeta de derechos y obligaciones, y no 
como entidad soberana dotada de imperio. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL DÉCIMO SÉPTIMO CIRCUITO. 
 
Amparo directo 133/99. Renta de Maquinaria y Servicios de Construcción 
del Norte, S.A. de C.V. 11 de noviembre de 1999. Unanimidad de votos. 
Ponente: Olivia Heiras de Mancisidor. Secretario: Gerardo Ruiz Hernández. 

 

Respecto a la segunda causal de improcedencia hecha valer por 

la autoridad demandada en el presente juicio, en su escrito de 
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contestación, en el apartado II denominado CAUSALES DE 

IMPROCEDENCIA, punto número 2, mediante el cual argumenta que 

resulta improcedente el presente juicio, en términos de la fracción I del 

artículo 93 de la Ley de Justicia Administrativa para el Estado de 

Sinaloa, pues señala que  tal y como lo acepta la actora   en el segundo 

párrafo del hecho número 9 al indicar que el pago de las obras era con 

cargo a las participaciones federales que correspondían, 

específicamente las del Fondo de Aportaciones para la Infraestructura 

Municipal, lo que desestima la competencia de este Tribunal conforme 

a lo dispuesto en los numerales 15, 103, y 104 de la Ley de Obras 

Públicas y Servicios Relacionados con las mismas, aplicada para el 

contrato de obra pública que nos ocupa. 

 

Resulta  infundado e inoperante el argumento que hace valer la 

demandada, por las consideraciones siguientes: 

 

La competencia material de este Tribunal se encuentra 

especificada en el texto del artículo 3º y 13 de la Ley que rige al Proceso 

Contencioso Administrativo en esta Entidad Federativa, vigente en la 

época en que acontecieron los hechos, a saber:  

 

ARTÍCULO 3o. El Tribunal de lo Contencioso Administrativo conocerá 

y resolverá las controversias que se susciten en relación con la 

legalidad, interpretación, cumplimiento y efectos de actos, 
procedimientos y resoluciones de naturaleza administrativa y fiscal, 

que emitan, ordenen, ejecuten o traten de ejecutar las autoridades 

del Estado, de los Municipios, sus organismos descentralizados o 
cualquier persona o institución que funja como autoridad y cuya 

actuación afecte la esfera jurídica de los particulares. (Ref. por 

Decreto 495, publicado en el P.O. No. 42 de fecha 8 de abril de 1998, 

Segunda Sección) 
 

 

ARTÍCULO 13. El Tribunal de lo Contencioso Administrativo del 
Estado de Sinaloa, será competente para conocer y resolver de los 

juicios: (Ref. por Decreto No. 480, publicado en el P. O. No. 155 de 

26 de diciembre de 1994). 
 

I. Que se ventilen por las controversias que se susciten en relación con 

la legalidad, interpretación, cumplimiento y efectos de actos, 

procedimientos y resoluciones de naturaleza administrativa y fiscal 
que emitan las autoridades señaladas por el artículo 3o de esta Ley, 

y cuya actuación afecte la esfera jurídica de los particulares; 
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II. Que se presenten contra actos en materia administrativa o 

fiscal, que configuren negativa ficta de las autoridades del Estado, de 

los Municipios o de los organismos descentralizados Estatales o 
Municipales; (Ref. por Decreto No. 480, publicado en el P. O. No. 155 

de 26 de diciembre de 1994). 

Se configura la resolución Negativa Ficta, cuando la autoridad no dé 
respuesta a la petición o instancia de un particular en el término que 

la Ley señale o a falta de éste en el de 100 días naturales, contados a 

partir del día siguiente a aquel en que se haya formulado la petición 
 

III. De lesividad, que son aquellos promovidos por la autoridad, 

para que sean nulificadas las resoluciones administrativas o fiscales 

favorables a los particulares, que causen una lesión a la 
Administración Pública Estatal o Municipal o a sus organismos 

descentralizados por contravenir alguna disposición de los 

ordenamientos locales vigentes; (Ref. por Decreto 495, publicado en 
el P.O. No. 42 de fecha 8 de abril de 1998, Segunda Sección). 

 

IV. En los que se reclame responsabilidad patrimonial objetiva y 
directa al Estado, a los Municipios o a sus organismos 

descentralizados; 

V. En los que se impugne el establecimiento de responsabilidad 

administrativa a servidores públicos Estatales o Municipales o de sus 
organismos descentralizados, en los términos de la Ley de 

Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos del 

Estado de Sinaloa;  
 

VI. Que se refieran a controversias derivadas de contratos 

de naturaleza administrativa en que sean parte el Estado, los 
Municipios o sus organismos descentralizados; 

 

VII. Que se promuevan con el objeto de que se declare la 

configuración de la Positiva Ficta en que incurran las autoridades del 
Estado, del Municipio o de sus organismos descentralizados, cuando 

esta figura legal se prevea en las leyes aplicables. 

 
Se configura la resolución Positiva Ficta, cuando la autoridad omite 

dar respuesta a la petición o instancia de un particular en el término 

que la Ley señale o a falta de éste en el de 100 días naturales, 

contados a partir del día siguiente a aquel en que se haya formulado 
la petición, siempre y cuando la Ley que rige el acto sobre el que versa 

la petición o instancia, contemple esta figura jurídica; 

 
VIII. Derogado 

 

IX    En los que se demande la afectación que derive de 
reglamentos, circulares, oficios o cualesquier disposición de 

observancia general expedida por autoridades del Estado, de los 

Municipios o de sus organismos descentralizados; 

 
X Que se presenten por las controversias derivadas de resoluciones 

dictadas en materia de Acceso a la Información; 

 
XI En los que se impugnen las resoluciones de la Auditoría Superior 

del Estado; y, 

 
XII Las demás que le señalen otras leyes y reglamentos. 
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En ese tenor, del análisis sistemático e integral de los preceptos 

legales transcritos, se extraen los supuestos que actualizan la 

competencia sustancial de este Órgano de Impartición de Justicia. 

 

Así, en el primero de los mencionados preceptos se puntualiza de 

manera genérica la competencia de este Tribunal, al establecer que será 

competente para dirimir conflictos generados por actos de naturaleza 

fiscal o administrativa que emitan, ordenen, ejecuten o traten de 

ejecutar las autoridades de los Estados, de los Municipios, sus 

organismos descentralizados o cualquier persona o institución que funja 

como autoridad y cuya actuación afecte la esfera jurídica de los 

particulares; en el segundo de los artículos mencionados, se establece 

—en forma casuística— cuáles son las cuestiones litigiosas en particular, 

respecto de las cuales se requiere la intervención del órgano 

jurisdiccional con la finalidad de que éste declare el derecho que le asiste 

a cada una de las partes en conflicto, circunscribiendo su competencia 

al conocimiento y resolución de los asuntos en los que el particular 

demande la declaración de nulidad de un acto de naturaleza fiscal o 

administrativa; así pues en la fracción VI, establece la facultad que tiene 

este tribunal para conocer y resolver los juicios que se presenten por  la 

interpretación que se debe otorgar a un contrato administrativo o la 

respectiva condena de su cumplimiento, en que sean parte el Estado, 

los Municipios o sus organismos descentralizados. 

 

Ahora bien, en el caso en estudio la parte actora, viene 

demandando, el cumplimiento al CONTRATO DE OBRA PUBLICA A 

PRECIOS UNITARIOS Y TIEMPO DETERMINADO, identificado como el 

contrato número ******* , de fecha 19 (diecinueve) de junio de 2013 

(dos mil trece),   contrato mediante el cual se encomendó a su 

representada la ejecución de las obras correspondientes a la 

REPOSICION DE LOSA TIPO VADO EN CALLEJONES DE GUASAVITO, 

GUASAVE, SINALOA, por lo tanto es indudable que corresponde a este 

Tribunal conocer del presente juicio, al ser el acto traído a juicio un 

contrato administrativo, en el cual es parte la Junta Municipal de Agua 
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Potable y Alcantarillado de Guasave, Sinaloa, Organismo 

Descentralizado del Municipio, por lo que de acuerdo a la fracción VI del 

artículo 13 transcrito, es facultad del Tribunal de Justicia Administrativa 

del Estado de Sinaloa, conocer y resolver. 

 

No obstante que la demandada, manifieste que no  compete a este 

Tribunal conocer del conflicto suscitado entre el Organismo 

Descentralizado denominado JUNTA MUNICIPAL DE AGUA POTABLE Y 

ALCANTARILLADO DE GUASAVE, SINALOA, y  la empresa denominada 

“******* ”, pues si bien argumenta que corresponde conocer a un 

Tribunal Federal cuando la obra pública contratada era con cargo parcial 

o total a las participaciones federales, como resulta ser el FONDO PARA 

LA INFRAESTRUCTURA MUNICIPAL, sin embargo no resulta ser 

competencia de un tribunal federal el presente asunto, pues de las 

constancias que integran la presente pieza de autos, aunado a que la 

demandada no exhibe medio de convicción alguno con lo cual acredite 

que la obra contratada con el Organismo Descentralizado corresponda 

su pago a las participaciones federales, es decir, sea con cargo a 

recursos federales, y en consecuencia no corresponde al Tribunal Federal 

conocer del asunto que nos ocupa, pues lo que da la competencia es el 

carácter federal de los recursos empleados . 

 

Sirva a manera de apoyo al anterior razonamiento la siguiente 

tesis de jurisprudencia: 

 

Época: Décima Época  
Registro: 2009252  

Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación  
Libro 18, Mayo de 2015, Tomo II  
Materia(s): Administrativa, Constitucional  
Tesis: 2a. /J. 62/2015 (10a.)  
Página: 1454  
 
CONTRATOS DE OBRA PÚBLICA. COMPETE AL TRIBUNAL FEDERAL 
DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA RESOLVER SOBRE SU 
INTERPRETACIÓN Y CUMPLIMIENTO, CUANDO LOS CELEBREN 
ENTIDADES FEDERATIVAS O MUNICIPIOS, CON CARGO A 
RECURSOS FEDERALES. 
 
De la interpretación sistemática de los artículos 14, fracciones VII, XV y 
XVI, y 15 de la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 
Administrativa, se advierte que este órgano jurisdiccional conocerá del 
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juicio contencioso administrativo regulado en la Ley Federal de 
Procedimiento Contencioso Administrativo, promovido contra 
resoluciones definitivas, actos administrativos y procedimientos en 
materia administrativa sobre interpretación y cumplimiento de contratos 
de obras públicas, adquisiciones, arrendamientos y servicios celebrados 
por las dependencias y entidades de la administración pública federal, así 
como de las resoluciones emitidas conforme a la Ley de Fiscalización y 
Rendición de Cuentas de la Federación y para dirimir lo concerniente a las 
sanciones administrativas, en términos de la Ley Federal de 
Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos; de donde 
se sigue que el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa 
es competente para conocer de la interpretación y el cumplimiento 
de contratos de obra pública con cargo a recursos federales, con 
independencia de que los hayan celebrado entidades federativas 
o Municipios, en tanto que lo que da la competencia es el carácter 
federal de los recursos empleados y el marco normativo que rige 
la competencia material de ese Tribunal, la cual se ha delineado 
para conferirle la atribución de resolver integralmente sobre esas 
materias. 
 
Contradicción de tesis 23/2015. Entre las sustentadas por los Tribunales 
Colegiados Primero en Materias Administrativa y de Trabajo del Décimo 
Primer Circuito, Segundo en Materia Administrativa del Cuarto Circuito, 
Tercero en Materia Administrativa del Sexto Circuito y Cuarto en Materia 
Administrativa del Primer Circuito. 18 de marzo de 2015. Unanimidad de 
cuatro votos de los Ministros Juan N. Silva Meza, José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. 
Ausente: Eduardo Medina Mora I. Ponente: José Fernando Franco 
González Salas. Secretaria: Maura Angélica Sanabria Martínez. 

 

Tesis y criterio contendientes: 

 

Tesis VI.3o.A.353 A, de rubro: "OBRAS PÚBLICAS Y SERVICIOS 

RELACIONADOS CON LAS MISMAS. CORRESPONDE A LOS JUECES 

DE DISTRITO EN MATERIA ADMINISTRATIVA Y NO AL TRIBUNAL 

FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA, CONOCER DE 

LAS CONTROVERSIAS SUSCITADAS POR LA INTERPRETACIÓN Y 

CUMPLIMIENTO DE CONTRATOS CELEBRADOS POR LOS 

PARTICULARES CON LAS DEPENDENCIAS DE LOS GOBIERNOS DE 

LOS ESTADOS EN TÉRMINOS DE LA LEY RELATIVA.", aprobada por 

el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Sexto Circuito y 

publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 

Época, Tomo XXXIV, agosto de 2011, página 1387, 

 

Tesis I.4o.A.55 A (10a.), de rubro: "OBRAS PÚBLICAS Y SERVICIOS 

RELACIONADOS CON LAS MISMAS. LA RESCISIÓN DE UN 

CONTRATO CELEBRADO CON BASE EN LA LEY RELATIVA, EN SU 

TEXTO ANTERIOR A LA REFORMA PUBLICADA EN EL DIARIO 

OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 28 DE MAYO DE 2009, CON 

CARGO A FONDOS FEDERALES, ES IMPUGNABLE ANTE EL 

TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA, 

NO OBSTANTE QUE UNA DE LAS PARTES NO SEA ALGUNA 

DEPENDENCIA O ENTIDAD DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA 

FEDERAL, SINO DEL DISTRITO FEDERAL (APLICACIÓN DE LA 

JURISPRUDENCIA 2a./J. 4/2010).", aprobada por el Cuarto Tribunal 

Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito y publicada en el 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XX, 

Tomo 3, mayo de 2013, página 2006, 
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Tesis IV.2o.A.54 A (10a.), de rubro: "OBRAS PÚBLICAS Y SERVICIOS 

RELACIONADOS CON LAS MISMAS. CORRESPONDE A LOS JUECES 

DE DISTRITO EN MATERIA ADMINISTRATIVA LA COMPETENCIA 

PARA CONOCER DE LAS CONTROVERSIAS SUSCITADAS CON 

MOTIVO DE LA INTERPRETACIÓN Y CUMPLIMIENTO DE LOS 

CONTRATOS CELEBRADOS POR LOS PARTICULARES CON LOS 

MUNICIPIOS DEL ESTADO DE NUEVO LEÓN CON CARGO TOTAL 

O PARCIAL A RECURSOS FEDERALES, EN TÉRMINOS DE LA LEY 

RELATIVA.", aprobada por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia 

Administrativa del Cuarto Circuito y publicada en el Semanario Judicial de 

la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XXIV, Tomo 3, septiembre 

de 2013, página 2619, y 

 

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Administrativa 

y de Trabajo del Décimo Primer Circuito, al resolver el amparo directo 

67/2014. 

 

Tesis de jurisprudencia 62/2015 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de 

este Alto Tribunal, en sesión privada del veintidós de abril de dos mil 

quince. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 29 de mayo de 2015 a las 9:40 horas en el 

Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación 

obligatoria a partir del lunes 01 de junio de 2015, para los efectos previstos 

en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 

 

 

Por todo lo anteriormente expuesto, es indudable que el presente 

asunto es competencia material de este tribunal, pues la parte actora 

viene reclamando el cumplimiento de un contrato de naturaleza 

administrativa celebrado con el organismo Descentralizado 

denominado JUNTA MUNICIPAL DE AGUA POTABLE Y 

ALCANTARILLADO DE GUASAVE, y por consecuencia las causales 

de sobreseimiento e improcedencia invocadas resultan infundadas e 

inoperantes.  

  

IV.- Seguidamente, con sustento en lo establecido en el artículo 

96 fracción III de la Ley de Justicia Administrativa para el Estado de 

Sinaloa, y en virtud de que la citada demanda constituye un todo y su 

análisis no sólo debe atender a su apartado de conceptos de anulación, 

sino a cualquier parte de ella donde se advierta la exposición de motivos 

esenciales de la causa de pedir. 

 

Sirve de apoyo a lo anterior la jurisprudencia, Registro: 166683  

Novena Época Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Fuente: 
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Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta  XXX, Agosto de 2009 

Materia(s): Administrativa Tesis: I.7o.A. J/46 Página: 1342 

 

 

 
DEMANDA EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 

FEDERAL. SU EXAMEN NO SÓLO DEBE ATENDER A SU 

APARTADO DE CONCEPTOS DE ANULACIÓN, SINO A 

CUALQUIER PARTE DE ELLA DONDE SE ADVIERTA LA 
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS ESENCIALES DE LA CAUSA DE 

PEDIR. 

Conforme al artículo 237 del Código Fiscal de la Federación, 
vigente hasta el 31 de diciembre de 2005 (correlativo del 

precepto 50 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 

Administrativo), las Salas del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 

Administrativa deben resolver la pretensión efectivamente 
planteada en la demanda, pudiendo invocar hechos 

notorios e, incluso, examinar, entre otras cosas, los 

agravios, causales de ilegalidad y demás razonamientos de 
las partes. Consecuentemente, la citada demanda constituye un 

todo y su análisis no sólo debe atender a su apartado de 

conceptos de anulación, sino a cualquier parte de ella donde se 
advierta la exposición de motivos esenciales de la causa de pedir, 

con la finalidad de resolver la pretensión efectivamente 

planteada, pues el hecho de que las sentencias del referido 

tribunal se funden en derecho y resuelvan sobre la pretensión del 
actor que se deduzca de su demanda, implica el estudio de ésta 

en su integridad y no en razón de uno de sus componentes. 

SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA 
DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

Amparo directo 33/2006. Juan Manuel Zamudio Díaz. 15 de 
febrero de 2006. Unanimidad de votos. Ponente: Alberto Pérez 

Dayán. Secretaria: Elizabeth Arrañaga Pichardo. 

 

Revisión fiscal 242/2006. Titular de la Unidad de Asuntos 
Jurídicos de la Secretaría de la Función Pública, encargado de la 

defensa jurídica de las autoridades demandadas. 11 de octubre 

de 2006. Unanimidad de votos. Ponente: Alberto Pérez Dayán. 
Secretaria: Silvia Fuentes Macías. 

 

Amparo directo 248/2008. Compañía Mexicana de Ofisistemas, 
S.A. de C.V. 8 de octubre de 2008. Unanimidad de votos. 

Ponente: F. Javier Mijangos Navarro. Secretario: Valentín Omar 

González Méndez. 

 
Amparo directo 38/2009. Encuadernación Ofgloma, S.A. 4 de 

marzo de 2009. Unanimidad de votos. Ponente: F. Javier 

Mijangos Navarro. Secretario: Valentín Omar González Méndez. 
Amparo directo 57/2009. Irma Moreno Neyra. 22 de abril de 

2009. Unanimidad de votos. Ponente: F. Javier Mijangos Navarro. 

Secretario: Juan Daniel Torres Arreola. 
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Señalado lo anterior, este Jurisdicente se pronuncia respecto a la 

pretensión del accionante, relativo al pago de la cantidad de 

$248,194.85 (DOSCIENTOS CUARENTA Y OCHO MIL CIENTO 

NOVENTA Y CUATRO PESOS 85/100 M.N.), de conformidad con lo 

dispuesto en la cláusula SEGUNDA del contrato cuyo cumplimiento se 

reclama, por concepto de la suerte principal  con IVA incluido, a cuyo 

pago se obligó la demandada en la cláusula segunda,  del contrato 

JUMPAG/AD/21/2013, contrato que obra agregado a hojas 133 (ciento 

treinta y tres) a 147 (ciento cuarenta y siete) de la presente pieza de 

autos y del cual se advierte en el párrafo primero de la primer hoja y 

en las clausulas PRIMERA del contrato según se reproduce de la 

siguiente manera: 

 

 
 

 

 

 De la primera reproducción este Resolutor advierte, en el 

primer párrafo, que el ingeniero LUIS ANTONIO LOPEZ QUIÑONEZ,  

en su carácter de  representante Apoderado legal de la persona moral 

denominada “INMOBILIARIA Y CONSTRUCTORA COLON, S.A. DE 

C.V.”, celebró un Contrato de Obra Pública a Precios Unitarios y por 

tiempo determinado con el LSC EMILIO MENCHACA CAMACHO, en su 

carácter de Gerente General del organismo público descentralizado de 

la administración pública municipal siendo este la JUNTA MUNICIPAL 

DE AGUA POTABLE Y ALCANTARILLADO DE GUASAVE, el cual 

estará identificado con el número ******* . 
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 En la segunda reproducción tenemos que el Objeto del 

Contrato como se establece en la cláusula primera fue la realización de 

la construcción de REPOSICION DE LOSA TIPO VADO EN CALLEJONES 

DE GUASAVITO, GUASAVE, SINALOA. 

 

 Ahora bien, la parte actora, en su primer concepto de nulidad 

aduce, que tiene por objeto fundamental reclamar a la demandada 

JUNTA MUNICIPAL DE AGUA POTABLE Y ALCANTARILLADO DE 

GUASAVE, SINALOA, el pago de la cantidad de ******* ,  a cuyo pago 

── dice ──  se obligó la demandada  en términos de la cláusula 

primera, segunda y sexta del contrato descrito en el punto tercero de 

hechos de la presente demanda, cláusulas que se estima oportuna su 

reproducción únicamente en la parte que nos interesa de la siguiente 

manera: 
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 De la documental reproducida se desprende que en la primer 

clausula se establece  el Objeto del Contrato el cual consiste en la 

REPOSICION DE LOSA TIPO VADO EN LOS CALLEJONES DE 

GUASAVITO, GUASAVE, SINALOA; en la segunda de las clausulas 

reproducidas se establece  lo relativo al IMPORTE,  el cual resulta ser 

por la cantidad de $284,194.85 (DOSCIENTOS OCHENTA Y CUATRO 

MIL CIENTO NOVENTA Y CUATRO PESOS 85/100 M.N.),  

adicionalmente el 16% del impuesto al valor agregado (IVA) por la 

cantidad de $39,711.18 (TREINTA Y NUEVE MIL SETECIENTOS ONCE 

PESOS 18/100 M.N..), por lo que el importe total es por la cantidad de 

******* .  

 

 Asimismo en la cláusula sexta, se desprende la forma en que 

pactaron las partes que celebraron el contrato,  la forma de pago, así 

pues las mismas convinieron en que se paguen mediante la 
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formulación de estimaciones donde se observe el importe que resulte 

de aplicar los precios unitarios del catálogo de conceptos a las 

cantidades de obras realizadas que abarcaran no más de un mes, las 

que serán presentadas por el Contratista a la residencia de supervisión 

dentro de los dos días hábiles siguientes a la fecha de corte, que será 

el último día de cada mes, y en caso de no presentarse dentro del plazo 

antes señalado se incorporaran para su pago en las siguientes 

estimaciones, las cuales serán autorizadas por conducto de la 

residencia de supervisión designada por la demandada JUMAPAG, la 

fecha de aceptación y firma de las estimaciones deberá asentarse en 

las mismas y en la bitácora de obra, la demandada (JUMAPAG), cubrirá 

al accionante ( EL CONTRATISTA),  el importe de sus estimaciones 

dentro de un plazo no mayor de 30 (treinta) días naturales contados a 

partir de la fecha de recepción satisfactoria por parte de la residencia 

de supervisión.  

 

 De igual forma se desprende en el sexto párrafo de la cláusula 

sexta que en caso de incumplimiento en los pagos de estimaciones y 

de ajustes de costos, LA JUMAPAG, a solicitud del CONTRATISTA (actor 

del presente juicio), deberá pagar gastos financieros conforme a una 

tasa que será igual a la establecida por la ley de Ingresos de la 

Federación en los casos de prórroga para el pago de créditos fiscales. 

 

 Ahora bien, respecto a las manifestaciones realizadas por la 

demandada, en  su escrito de contestación mediante el cual argumenta 

que existen dos razones por las cuales estima resulta infundada la 

pretensión de la actora de obtener el pago del monto que reclama, 

como son: 1.1.- No se cumplieron con diversos de los requisitos 

formales y administrativos establecidos en el contrato de obras 

públicas, como lo era la entrega recepción física de los trabajos, el 

finiquito, acta administrativa que da por extinguido los derechos y 

obligaciones asumidas por la JUMAPAG Y EL CONTRATISTA, así como 

la sustitución de la fianza otorgada en un inicio para responder por los 

vicios ocultos de la obra en términos de las clausulas, octava,  vigésimo 

sexta y vigésima séptima, y 1.2.- no se demuestra que se hayan dado 



 20 

por terminados de forma completa los derechos y obligaciones, pues 

no pueden considerarse que satisfacen los requisitos que imponen los 

artículos 141 y 143 del  Reglamento, en relación a la cláusula vigésimo 

séptima del contrato de obras publica que nos ocupa y por tanto no se 

puede estimar que se dio por concluido el contrato, de ahí que, no 

hubiese empezado a transcurrir el plazo para que se le cubriera la 

totalidad del adeudo que reclama, en los términos de la cláusula 

décimo cuarta del contrato de obra pública, por lo tanto no resulta 

procedente que se reclame la totalidad del monto. 

 

 Así pues en relación al punto 1.1.-  mediante el cual señala 

que no le asiste la razón a la actora para reclamar el pago de la 

contraprestación pactad por el monto de ******* , en el contrato de 

obra pública que nos ocupa, pues considera que no se cumplieron con 

diversos de los  requisitos formales y administrativos establecidos en 

el mencionado contrato, como lo era la entrega recepción física de los 

trabajos, el finiquito, acta administrativa que da por extinguido los 

derechos y obligaciones asumidas por la JUMAPAG Y EL CONTRATISTA, 

así como la sustitución de la fianza otorgada en un inicio para 

responder por los vicios ocultos de la obra en términos de las clausulas, 

octava,  vigésimo sexta y vigésima séptima. 

 

 Por lo anterior este Juzgador a continuación reproduce las 

clausulas octava,  vigésimo sexta y vigésima séptima, contenidas en el 

contrato ******* , lo anterior para acreditar lo fundado e infundado 

de la pretensión de la actora: 

Clausula OCTAVA: GARANTÍAS: 
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Clausulas VIGÉSIMA SEXTA: (RECEPCIÓN DE LOS TRABAJOS), Y 

VIGÉSIMA SÉPTIMA (FINIQUITO Y TERMINACIÓN DEL CONTRATO):  



 22 

 

 

 

 

  Sin embargo contrario a lo esgrimido por la demandada, la 

parte actora logra acreditar el cumplimiento de su parte, en relación a 

la cláusula OCTAVA,  pues de las constancias que integran la presente 

pieza de autos, se advierte que la parte actora exhibe copia simple de 

la póliza de fianza identificada con el número 1450989, emitida a favor 

de la JUNTA MUNICIPAL DE AGUA POTABLE Y ALCANTARILLADO DE 

GUASAVE, SINALOA, expedidas por ACE FIANZAS MONTERREY, S.A.  
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con línea de validación con número 0914FON631 por la cantidad de  

$24,819.49 (VEINTICUATRO MIL OCHOCIENTOS DIECINUEVE PESOS 

49/100 M.N.),  para garantizar el cumplimiento de las obligaciones 

derivadas del contrato ******* ,  póliza que fue allegada por la  

demandada en su escrito de contestación en copia certificada, a las 

cuales se les irroga valor probatorio pleno en términos de la fracción I 

del artículo 89 de la Ley de Justicia Administrativa para el Estado de 

Sinaloa,  de las cuales se desprende que su contenido es similar por lo 

que este Juzgador estima reproducir la primera de ellas para su análisis 

a continuación: 

 

 

 Por lo tanto, esta Sala concluye, que con las pólizas antes 

mencionadas, la parte actora logra acreditar el cumplimiento a la 
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cláusula octava, pues contempla el 10% (diez por ciento) del importe 

del contrato, pues es emitido por una Institución Mexicana, 

debidamente autorizada por la demandada, de la cual se desprende 

que tiene por objeto garantizar por INMOBILIARIA Y CONSTRUCTORA 

COLON, S.A. de C.V., actora del presente juicio,  el debido 

cumplimiento de las obligaciones a su cargo y por defectos o vicios 

ocultos o cualquier otra responsabilidad en que hubiera incurrido 

durante la ejecución de los trabajos derivados del contrato de obra 

pública a base de precios unitarios y tiempo determinado número 

******* , de fecha 19 (diecinueve) de junio de  2013 (dos mil trece),   

celebrado con la JUNTA MUNICIPAL DE AGUA POTABLE Y 

ALCANTARILLADO DE GUASAVE, fianza que es expedida de 

conformidad con la Ley de Obras Públicas del Estado de Sinaloa, en la 

cual la afianzadora, expresamente declara lo siguiente: 

 

a) Que la fianza se otorga en los términos del contrato ******* . 

b) Que la fianza continuara VIGENTE en el caso de que se otorgue 

prorroga y espera al deudor para el cumplimiento de las 

obligaciones que se afianzan, aun cuando hayan sido solicitadas 

y autorizadas extemporáneamente  

c) Que para ser cancelada la fianza será requisito indispensable el 

acta de entrega recepción de los trabajos comprendidos en el 

presente contrato, debidamente requerida 

d) Que la Compañía Afianzadora acepta expresamente lo 

preceptuado en los artículos 93, 93 Bis, 94, 118, 118 Bis y demás 

relativos a la Ley Federal de Fianzas en Vigor  

e) Que la fianza garantiza la ejecución total de los trabajos, así 

como la buena calidad de los mismos conforme a las 

especificaciones que rigen en esta Materia.  

 

     Por lo tanto, y contrario a lo esgrimido por la demandada, la póliza 

identificada con el número 1450989, emitida  a favor de la JUNTA 

MUNICIPAL DE AGUA POTABLE Y ALCANTARILLADO DE GUASAVE, 

SINALOA, si cumplen con lo establecido en la cláusula octava, pues la 

misma  tiene por objeto garantizar los vicios ocultos y defectos 
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correspondientes, la cual continuara vigente en el caso de que se 

otorgue prorroga y espera al deudor para el cumplimientos de las 

obligaciones que se afianzan, pues para que la misma sea cancelada 

es requisito indispensable el acta de entrega recepción de los trabajos 

comprendidos en el contrato ******* , pues las fianzas garantizan la 

ejecución total de los trabajos, así como la buena calidad de los 

mismos, por lo que no resulta necesario sustituir las garantías 

otorgadas por la actora.   

 

 En relación a la cláusula VIGÉSIMA SEXTA y VIGÉSIMA 

SÉPTIMA, relativas a la RECEPCIÓN DE LOS TRABAJOS y  FINIQUITO 

Y TERMINACIÓN DEL CONTRATO, la demandada aduce que la parte 

actora (el contratista),  no cumple con lo estipulado en la cláusula 

mencionada, pues  ── dice ── que  la actora no acredita haber  

satisfecho ninguno de los requisitos que establecen las disposiciones 

legales, pues no solo no emitieron ninguna de las actas, finiquitos, y 

constancias, a que están obligados,  pues es obligación de ambos 

contratistas emitir el finiquito respectivo, de acuerdo  a lo establecido 

en el artículo 64 de la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados, 

el cual impone a las partes contratantes la obligación mancomunada 

de elaborar el finiquito de los trabajos entregados, sin que la parte 

actora hubiera realizado algún acto tendiente a la realización del 

mismo, ya que no demuestra haber comparecido ante la Junta 

Municipal para efectos de elaborarlo. 

   

 De las constancias que integran la presente pieza de autos, 

se desprende  que la demandada allega los siguientes documentos: 

1.- FACTURA NUMERO ** DE FECHA ** DE AGOSTO DE ** POR LA 

CANTIDAD DE *********,  adicionalmente el 16% del impuesto al 

valor agregado (IVA) por la cantidad de *****, 2.- CONTROL 

ACUMULATIVO Y ESTIMACIONES, 3.- NÚMEROS GENERADORES, 4.- 

ESTIMACIÓN NUMERO 01 (UNO)   FINIQUITO DE LA OBRA, todos estos 

documentos  corresponden a la obra: REPOSICION DE LOSA TIPO 

VADO EN CALLEJONES DEGUASAVITO, MUNICIPIO DE GUASAVE, 

SINALOA, correspondiente al contrato ******* , del periodo del 19 
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(diecinueve) de junio de 2013 (dos mil trece), al 06 (seis) de julio de 

2013 (dos mil trece), documentos de los cuales se desprende la 

descripción de los trabajos realizados, así como la descripción de los 

materiales utilizados, fotografías que demuestran los trabajos 

realizados, todos los documentos mencionados,  aprobados y firmados 

por el ciudadano ****** representante legal de la empresa actora 

(CONTRATISTA), la ciudadana Ingeniero ******* Gerente de 

Construcción y Obra Pública, el Ingeniero ***** el Supervisor de Obras 

Públicas, y el Ingeniero ***** en su carácter de Gerente General de la 

Junta Municipal de Agua Potable y Alcantarillado de Guasave. 

 

  En conclusión, es incuestionable que la persona moral 

denominada *******,  celebró un CONTRATO DE OBRA PUBLICA A 

PRECIOS UNITARIOS Y TIEMPO DETERMINADO, identificado como el 

contrato *****, de fecha 19 (diecinueve) de junio de  2013 (dos mil 

trece),  con el organismo público descentralizado de la administración 

pública municipal siendo este la JUNTA MUNICIPAL DE AGUA 

POTABLE Y ALCANTARILLADO DE GUASAVE; cuyo Objeto del 

Contrato el cual consiste en la realización de la obra de REPOSICION 

DE LOSA TIPO VADO EN *******, SINALOA, y que el importe total del 

mencionado contrato lo es la cantidad de ******* , incluyendo el 

impuesto al valor agregado, por lo que este Resolutor concluye que la 

parte actora cumplió con las obligaciones contraídas en el contrato 

materia del presente juicio, al haber concluido con las obras a las que 

se sujetó en el contrato, y que a la fecha la JUNTA MUNICIPAL DE 

AGUA POTABLE Y ALCANTARILLADO DE GUASAVE, no ha 

otorgado el cumplimiento al mismo, pues adeuda la cantidad 

correspondiente a la estimación 01 (uno), de acuerdo a la factura con 

número de folio 17, de fecha 22 (veintidós) de agosto de 2013 (dos mil 

trece), que corresponde a la obra contratada. 

 

Ahora bien, en relación a la prestación reclamada por la parte 

actora en  el inciso   C) del escrito inicial de demanda, consistente en el 

pago de los gastos financieros a una tasa igual a la establecida en la ley 

de ingresos de la Federación en los casos de prórroga para el caso de 
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créditos fiscales conforme a los párrafos 6 y 7 de la cláusula sexta del 

contrato ******* ,  (hoja 5 del mencionado contrato), los cuales se 

reproducen a continuación: 

 

 

Bajo ese contexto es evidente que la demandada, al no haber 

realizado el pago de la estimación 01 (uno) finiquito,  de  la obra de 

REPOSICION DE LOSA EN LOS CALLEJONES DE GUASAVITO, GUASAVE, 

SINALOA, correspondiente al contrato *******, de fecha 19 

(diecinueve) de junio de 2013 (dos mil trece),    está obligada a 

pagar gastos financieros conforme a una tasa que será igual a la 

establecida por la Ley de Ingresos de la Federación en los casos de 

prórroga para el pago de créditos fiscales, los cuales deberán empezar 

a generarse cuando las partes tengan definido el importe a pagar, y se 

calcularan sobre las cantidades no pagadas, debiéndose computar por 

días naturales desde que sean determinadas y hasta la fecha en que se 

pongan efectivamente las cantidades a disposición del contratista, es 

decir de la empresa actora. 

 

Por lo anterior, lo procedente resulta condenar al organismo 

público descentralizado de la administración pública municipal JUNTA 

MUNICIPAL DE AGUA POTABLE Y ALCANTARILLADO DE 

GUASAVE, a realizar el pago de la cantidad de ******* , incluyendo 

el impuesto al valor agregado,  a la empresa “INMOBILIARIA Y 

CONSTRUCTORA COLON, S.A” cantidad derivada del  CONTRATO DE 

OBRA PUBLICA A PRECIOS UNITARIOS Y TIEMPO DETERMINADO, así 

como el pago gastos financieros conforme a una tasa que será igual a 

la establecida por la Ley de Ingresos de la Federación en los casos de 

prórroga para el pago de créditos fiscales, de conformidad con lo 
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establecido en la cláusula SEXTA del contrato mencionado; funda la 

anterior determinación, lo establecido por el artículo 95, fracción VI de 

la Legislación que rige el Procedimiento Contencioso Administrativo en 

esta Entidad Federativa. 

 

 Por lo expuesto y fundado, de acuerdo a lo establecido en la 

fracción VI del artículo 96 de la Ley de Justicia Administrativa para el 

Estado de Sinaloa, se: 

 

R E S U E L V E: 

PRIMERO.- Es fundada la pretensión aducida en el presente juicio 

por el ciudadano *******  Apoderado General de la Persona 

Moral denominada ******, consecuentemente; 

 

SEGUNDO.- Se condena al organismo público descentralizado de 

la administración pública municipal JUNTA MUNICIPAL DE AGUA 

POTABLE Y ALCANTARILLADO DE GUASAVE, a realizar el pago de 

la cantidad de ******* , incluyendo el impuesto al valor agregado,  a 

la empresa “*****” cantidad derivada del  CONTRATO DE OBRA 

PUBLICA A PRECIOS UNITARIOS Y TIEMPO DETERMINADO, identificado 

como el contrato ******* , de fecha 19 (diecinueve) de junio de 2013 

(dos mil trece), celebrados con dicho Organismo; así como el pago 

gastos financieros conforme a una tasa que será igual a la establecida 

por la Ley de Ingresos de la Federación en los casos de prórroga para el 

pago de créditos fiscales, de conformidad con lo establecido en la 

cláusula SEXTA del contrato mencionado; de conformidad con lo 

analizado en el considerando IV de la presente sentencia. 

 

TERCERO. – Se hace del conocimiento de las partes que contra 

la presente resolución procede el recurso de revisión previsto en el 

artículo 112, 113, 113 BIS, 114 Y 114 BIS de la Ley de Justicia 

Administrativa para el Estado de Sinaloa. 

 

  CUARTO.- Una vez que haya causado ejecutoria la presente 

sentencia en los términos del artículo 101 de la Ley de Justicia 
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Administrativa para el Estado de Sinaloa, la autoridad demandada deberá 

informar y acreditar el cumplimiento otorgado a la presente resolución; 

en su oportunidad archívese el presente expediente como asunto 

total y definitivamente concluido.  

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.- 

Así lo proveyó y firmó el ciudadano Licenciado José Clemente 

Torres Germán, Magistrado Instructor de la Sala Regional Zona Norte 

del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Sinaloa, con 

residencia en esta ciudad; de conformidad con el Acuerdo número 04. 

S.O. 34/2009, dictado por la Sala Superior, en sesión Ordinaria número 

34/2009 de fecha 16 (dieciséis) de octubre del año dos mil nueve; en 

unión de la ciudadana Licenciada Virginia Robles Laurean Secretario 

de Acuerdos, que actúa y da fe, con fundamento en los artículos 23 

fracción I y 26 fracciones I y V, ambos de Ley de Justicia Administrativa 

para el Estado de Sinaloa, así como los artículos  33 fracción I, 38 

fracción V, XI,  del Reglamento Interior del Tribunal de  Justicia 

Administrativa del Estado de Sinaloa. 

 

ELIMINADO. Corresponde a datos personales de las partes del juicio. 

Fundamento legal: artículo 3 fracción XXVI, 149, 155 fracción III, 156 y 

165 de la ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del 
Estado de Sinaloa, en relación con los numerales trigésimo octavo 

fracción I, quincuagésimo segundo, párrafo segundo y quincuagésimo 

tercero, quincuagésimo noveno, sexagésimo segundo y sexagésimo 

tercero de los lineamientos generales en materia de clasificación y 
desclasificación de la información, así como la elaboración de versiones 

públicas. 
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